
Castellano: 

MANIFIESTO MORATORIA A LOS CORTES DE SUMINISTROS  

El Gobierno central ha acordado no prorrogar la moratoria de cortes de suministros en              
todos los hogares del Estado en una decisión que puede conllevar consecuencias            
nefastas. Tras el Consejo de Ministros celebrado el pasado 29 de septiembre, se ha              
anunciado la ampliación temporal del llamado “escudo social”, una serie de medidas            
excepcionales frente a la crisis de la COVID-19, pero que ha dejado fuera la garantía               
de los suministros de energía y agua. Esta medida, más necesaria que nunca en plena               
pandemia, afecta a todas las personas en su vivienda habitual y dejará a miles de               
familias y a la población más precaria (migrantes, mujeres, jóvenes y pensionistas) a             
expensas de las compañías, que podrían iniciar una oleada de cortes de suministros. 

La población más vulnerable, que ha sufrido históricamente las peores consecuencias           
de las crisis de un sistema depredador de la vida, ve nuevamente cómo ante la actual                
situación de la COVID queda completamente desprotegida frente al gran oligopolio           
energético. Un abandono que provoca la vulneración del derecho a una vida digna, al              
abastecimiento de suministros tan básicos como el agua, la electricidad o una            
temperatura adecuada en sus hogares. 

Las organizaciones y movimientos sociales firmantes de este manifiesto exigimos al           
Ejecutivo de Pedro Sánchez una rectificación inmediata y que apruebe cuanto antes            
una prórroga indefinida de la prohibición de cortes en el ámbito doméstico hasta que              
no se incluya el principio de precaución en la legislación española en materia de              
pobreza energética, pues consideramos insuficiente la nueva categorización de         
consumidor vulnerable que establece el nuevo Real Decreto ley 30/2020. 

De no atenderse estas peticiones, supondría que nuevamente las administraciones          
públicas se desentienden de las miles de familias vulnerables en todo el Estado que              
podrán sufrir cortes en sus domicilios. Muchas de ellas han visto cómo decaían sus              
ingresos mientras sus facturas se han incrementado durante el confinamiento (ya que            
las familias han pasado más tiempo en sus hogares y las tareas de cuidado o atención                
a la enfermedad también requieren más energía) y no están pudiendo hacer frente a              
los pagos. 

Un hecho que parece proteger en exclusiva a las comercializadoras que según ellas             
se enfrentan a impagos que “tienen que absorber” y que esto sería un problema ya               
que no pueden dejar de hacer frente a los pagos del sistema eléctrico. Unas              
afirmaciones falsas ya que han generado un sistema tarifario que les protege a costa              
de todas; prueba de ello es cómo han establecido fórmulas de autoprotección como             
por ejemplo, la forma de cubrir las pérdidas de energía que se producen por              
transporte, distribución, errores de medida y fraudes. Estas pérdidas, cifradas en una            
media del 15% de la energía que se produce, se reparten entre las personas usuarias,               
que abonan un porcentaje de las mismas dependiendo de su tarifa. Esto parece un              
“seguro por pérdidas” pagado por las personas consumidoras; teniendo en cuenta que            
según la CNMC se ha ido produciendo un incremento del fraude en sus diferentes              
modalidades, que cuesta unos 150 millones de euros anuales a los consumidores y             
que principalmente provienen de empresas y grandes consumidores, y en mucha           
menor medida (aproximadamente el 1%) de viviendas. Además, muchos de estos           
hogares, aun habiendo intentado regularizar el suministro porque quieren pagar sus           
facturas, han recibido una negativa al respecto por parte de las grandes compañías             
suministradoras. 



La prohibición de cortes es una medida de mínimos y es inaceptable que no se               
prorrogue. Recogida originalmente en el Real Decreto-ley 8/2020, en julio se decidió            
ampliar la protección hasta el 30 de septiembre y no ha sido renovado nuevamente.              
Aunque el Consejo de Ministros ha dado luz verde a la extensión de la cobertura del                
bono social eléctrico con la introducción de nuevos supuestos, como ya ha sido             
manifestado en múltiples ocasiones, el bono social es una medida que no ofrece             
soluciones reales a las personas que padecen la pobreza energética, dado que            
muchas de ellas siguen sin poder hacer frente a sus facturas, a pesar de contar con                
los correspondientes descuentos. Además, no abarca las facturas de gas ni de agua,             
aumentando el grado de desprotección de estas familias. En este sentido, aunque se             
introdujo la figura del bono social térmico, la realidad es que se trata de una dotación                
única anual muy reducida (entre 25 y 123,94€), sujeta a disponibilidad presupuestaria            
y a la cual muchas personas, pese a realizar los trámites establecidos, no han podido               
acceder a día de hoy. 

Hace casi un año y medio, el Ministerio para la Transición Energética presentó la              
Estrategia Nacional contra la Pobreza Energética 2019-2024, en la cual se incluía el             
principio de precaución como una de las principales medidas a impulsar. Este consiste             
básicamente en imponer a las compañías la imposibilidad de cortar cualquier           
suministro hasta que la empresa no consulte la situación económica de la familia             
afectada con los Servicios Sociales competentes y se tenga la certeza de que no se               
trata de una familia vulnerable.  

Las organizaciones firmantes reclamamos que hasta que no se establezca de manera            
efectiva el principio de precaución en la legislación española en materia de pobreza             
energética, se prorrogue de forma indefinida la prohibición de cortes en el ámbito             
doméstico, más aún cuando nos encontramos en medio de una pandemia mundial y a              
las puertas de una gran crisis social y económica.  

No dejar a nadie atrás significa garantizar los suministros a todas las personas y a               
todas las familias en plena pandemia. No hay vivienda digna sin suministros. Exigimos             
hechos y derechos, no meras palabras.  



 

 Català:  

MANIFEST MORATÒRIA ALS TALLS DE SUBMINISTRAMENTS 

El Govern central ha acordat no prorrogar la moratòria de talls de subministraments en              
totes les llars de l'Estat en una decisió que pot comportar conseqüències nefastes.             
Després del Consell de Ministres celebrat el passat 29 de setembre, s'ha anunciat             
l'ampliació temporal de l'anomenat "escut social", una sèrie de mesures excepcionals           
davant de la crisi de la COVID-19, però que ha deixat fora la garantia dels               
subministraments d'energia i aigua. Aquesta mesura, més necessària que mai en           
plena pandèmia, afecta totes les persones en el seu habitatge habitual i deixarà a              
milers de famílies i a la població més precària (migrants, dones, joves i pensionistes) a               
costa de les companyies, que podrien iniciar una onada de talls de subministraments. 

La població més vulnerable, que ha patit històricament les pitjors conseqüències de les             
crisis d'un sistema depredador de la vida, veu novament com, davant l'actual situació             
de la COVID, queda completament desprotegida davant el gran oligopoli energètic. Un            
abandó que provoca la vulneració del dret a una vida digna, a l'abastament de              
subministraments tan bàsics com l'aigua, l'electricitat o una temperatura adequada en           
les seves llars. 

Les organitzacions i moviments socials signants d'aquest manifest exigim a l'Executiu           
de Pedro Sánchez una rectificació immediata, i que aprovi com més aviat una pròrroga              
indefinida de la prohibició de talls en l'àmbit domèstic fins que no s'inclogui el principi               
de precaució en la legislació espanyola en matèria de pobresa energètica. Doncs            
considerem insuficient la nova categorització de consumidor vulnerable que estableix          
el nou Reial Decret-llei 30/2020. 

En cas de no atendre's aquestes peticions, suposaria que novament les           
administracions públiques es desentenen dels milers de famílies vulnerables de tot           
l'Estat que podran patir talls en els seus domicilis. Moltes d'elles han vist com queien               
els seus ingressos mentre les seves factures s'han incrementat durant el confinament            
(ja que les famílies han passat més temps en les seves llars i les tasques de cura o                  
atenció a la malaltia també requereixen més energia) i no estan podent fer front als               
pagaments. 

Un fet que sembla protegir en exclusiva a les comercialitzadores, que segons elles             
s'enfronten a impagaments que "han d'absorbir" i que això seria un problema, ja que              
no poden deixar de fer front als pagaments del sistema elèctric. Unes afirmacions             
falses, ja que han generat un sistema tarifari que les protegeix a costa de totes. Prova                
d'això és com han establert fórmules d'autoprotecció, com per exemple, la manera de             
cobrir les pèrdues d'energia que es produeixen per transport, distribució, errors de            
mesura i fraus. Aquestes pèrdues, xifrades en una mitjana del 15% de l'energia que es               
produeix, es reparteixen entre les persones usuàries, que abonen un percentatge de            
les mateixes depenent de la seva tarifa. Això sembla una "assegurança per pèrdues"             
pagat per les persones consumidores; tot i que, tenint en compte que segons la CNMC               
s'ha anat produint un increment del frau en les seves diferents modalitats, que costa              
uns 150 milions d'euros anuals als consumidors i que principalment provenen           
d'empreses i grans consumidors, i en molta menor mesura (aproximadament l'1%)           
d'habitatges. A més, moltes d'aquestes llars, tot i haver intentat regularitzar el            
subministrament perquè volen pagar les seves factures, han rebut una negativa al            
respecte per part de les grans companyies subministradores. 



La prohibició de talls és una mesura de mínims i és inacceptable que no es prorrogui.                
Recollida originalment en el Reial Decret-llei 8/2020, al juliol es va decidir ampliar la              
protecció fins al 30 de setembre i no ha estat renovada novament. Tot i que el Consell                 
de Ministres ha donat llum verda a l'extensió de la cobertura del bo social elèctric amb                
la introducció de nous supòsits, com ja ha estat manifestat en múltiples ocasions, el bo               
social és una mesura que no ofereix solucions reals a les persones que pateixen la               
pobresa energètica, atès que moltes d'elles segueixen sense poder fer front a les             
seves factures, tot i comptar amb els corresponents descomptes. A més, no abasta les              
factures de gas ni d'aigua, augmentant el grau de desprotecció d'aquestes famílies. En             
aquest sentit, encara que es va introduir la figura del bo social tèrmic, la realitat és que                 
es tracta d'una dotació única anual molt reduïda (entre 25 i 123,94 €), subjecte a               
disponibilitat pressupostària i a la qual moltes persones, malgrat realitzar els tràmits            
establerts, no han pogut accedir al dia d'avui. 

Fa gairebé un any i mig, el Ministeri per a la Transició Energètica va presentar               
l'Estratègia Nacional contra la Pobresa Energètica 2019-2024, en la qual s'incloïa el            
principi de precaució com una de les principals mesures a impulsar. Aquest consisteix             
bàsicament a imposar a les companyies la impossibilitat de tallar qualsevol           
subministrament fins que l'empresa no consulti amb els Serveis Socials competents la            
situació econòmica de la família afectada i es tingui la certesa que no es tracta d'una                
família vulnerable.  

Les organitzacions signants reclamem que fins que no s'estableixi de manera efectiva            
el principi de precaució en la legislació espanyola en matèria de pobresa energètica,             
es prorrogui de manera indefinida la prohibició de talls en l'àmbit domèstic, més encara              
quan ens trobem enmig d'una pandèmia mundial i a les portes d'una gran crisi social i                
econòmica.  

No deixar ningú enrere significa garantir els subministraments a totes les persones i a              
totes les famílies en plena pandèmia. No hi ha habitatge digne sense            
subministraments. Exigim fets i drets, no meres paraules. 

  



 

 Euskara: 

MANIFESTUA: HORNIDURAK ETETEA EPE MUGAGABEZ     
DEBEKATU 

Estatuko etxe guztietan hornidurak eteteko debekua ez luzatzea adostu du Gobernu           
zentralak. Ondorio arras kaltegarriak ekar ditzake erabaki horrek. Joan den irailaren           
29ko Ministroen Kontseiluaren ostean, "ezkutu soziala" delakoaren luzapena iragarri         
zen, COVID-19ren krisiari aurre egiteko ezohiko neurriak, alegia, baina energia eta ur            
hornikuntzaren bermea kanpoan utzita. Neurri hori inoiz baino beharrezkoagoa da          
orain, pandemia betean. Konpainiak hornidurak mozten has daitezke; horrek pertsona          
guztiei eragiten die ohiko etxebizitzan, eta milaka familia eta biztanlerik prekarioenak           
(migratzaileak, emakumeak, gazteak eta pentsiodunak) konpainien eskuetan utziko        
ditu. 

Historikoki, biztanlerik ahulenek jasan izan dituzte bizitza zapaltzen duen sistema          
predatzaile honen krisien ondoriorik okerrenak. Erabat babesik gabe geratuko dira          
oraingoan ere, COVIDen egungo egoeran, oligopolio energetiko handiaren aurrean.         
Bizimodu duina izateko eskubidea urratzea dakar horrek, hots, ura, elektrizitatea edo           
etxeetan tenperatura egokia izatea bezain oinarrizkoak diren hornidurak eskuratu ahal          
izatekoa.  

Manifestu hau sinatu dugun erakunde eta mugimendu sozialek neurriok berehala          
zuzentzea eskatzen diogu Pedro Sánchezen gobernuari eta lehenbailehen onar dezala          
etxeetan mozketen debekua epe mugagabez luzatzea, harik eta Espainiako legerian,          
pobrezia energetikoaren auzian, zuhurtziaren printzipioa aplikatu arte. Izan ere, ez          
dugu nahikotzat jotzen 30/2020 Errege Lege Dekretu berriak ezartzen duen          
kontsumitzaile ahulen kategorizazio berria. 

Eskaera horiei erantzuten ez bazaie, oraingoan ere, administrazio publikoek ez lukete           
hartuko Estatu osoan etxeetan horniduren etenak jasan ditzaketen milaka familia          
kalteberen ardura. Konfinamenduan diru-sarrerek behera egin duten bitartean, fakturek         
gora egin dutela ikusi dute askok (familiek denbora gehiago igaro dute etxean, eta             
gaixoak zaintzeko edo artatzeko lanek ere energia kontsumo handiagoa behar izan           
dute). Hartara, familia askok ezin izan diete ordainketei aurre egin. 

Dirudienez, mozketen debekua bertan behera uzteak horniduren merkaturatzaileak        
baino ez ditu babesten. Haien esanetan, faktura ez ordainduei aurre egin behar diete,             
"asimilatu egin behar dituzte", eta hori arazo handia da, ezin diotelako sistema            
elektrikoaren gastuak ordaintzeari utzi. Baieztapen faltsuak, benetan, konpainiak        
erabat babesten dituen tarifa-sistema sortu dutelako: garraioagatik, banaketagatik,        
neurketa-akatsengatik eta iruzurrengatik gertatzen diren energia-galerak estaltzeko       
autobabeserako formula. Galera horiek, batez beste, ekoizten den energiaren % 15           
dira, eta erabiltzaile guztien artean banatzen dira: ehuneko jakin bat erabiltzaileko,           
dagokion tarifaren arabera. "Galeren ziozko asegurua" dirudi, kontsumitzaileek        
ordaindua. CNMC-ren arabera, iruzurrak gora egin du modalitate guztietan, eta urtean           
150 milioi euro inguruko kostua du kontsumitzaileentzat, baina iruzur hori enpresetatik           
eta kontsumitzaile handietatik dator, nagusiki, eta askoz neurri txikiagoan         
etxebizitzetatik (% 1, gutxi gorabehera). Gainera, etxe horietako asko hornidura          
erregularizatzen saiatu dira, fakturak ordaindu nahi dituztelako, baina konpainia         
hornitzaile handien ezetza jaso dute. 



Horniduren etenak debekatzea neurri minimoa da, eta onartezina da ez luzatzea.           
Jatorriz, 8/2020 Errege Lege Dekretuan jaso zen, eta babesa irailaren 30era arte            
luzatzea erabaki zen uztailean. Harrezkero, babesa ez da berritu. Ministroen          
Kontseiluak bonu sozial elektrikoaren estaldura hedatu eta kasu gehiago sartzeko          
asmoa izan arren, hainbatetan adierazi den bezala, bonu sozialak ez die egiazko            
irtenbiderik eskaintzen pobrezia energetikoa pairatzen duten pertsonei. Izan ere,         
horietako askok fakturei aurre egin ezinik jarraitzen dute, dagozkien deskontuak izan           
arren. Gainera, ez ditu gasaren eta uraren fakturak barne hartzen, eta horrek familia             
horien babesgabetasun maila handitzen du. Alde horretatik, bonu sozial termikoaren          
figura sartu zen arren, errealitatean urteko zuzkidura bakarra da eta oso txikia (25 eta              
123,94 € artekoa), aurrekontu-erabilgarritasunaren mende dago, eta pertsona askok         
ezin izan dute gaur egun eskuratu, ezarritako izapideak bete arren. 

Duela ia urte eta erdi, Trantsizio Energetikorako Ministerioak Energia Pobreziaren          
aurkako Estrategia Nazionala (2019-2024) aurkeztu zuen. Estrategia horren arabera,         
zuhurtasun-printzipioa zen bultzatu beharreko neurri nagusietako bat. Funtsean,        
edozein hornidura moztu ezina ezartzen zien konpainiei, harik eta familia kaltebera ez            
dela ziurtasunez jakin arte. Horretarako, gizarte-zerbitzu eskudunekin kontsultatu        
behar dute zein den familiaren egoera ekonomikoa. 

Erakunde sinatzaileok zera eskatzen dugu: pobrezia energetikoaren auzian Espainiako         
legerian zuhurtasun-printzipioa modu eraginkorrean ezarri arte, etxean       
hornidura-etenak egiteko debekua epe mugagabez luza dadila, are gehiago mundu          
mailako pandemia baten erdian eta krisi sozial eta ekonomiko handi baten atarian            
gaudenean. 

Inor atzean ez uzteak esan nahi du pandemia betean dauden pertsona eta familia             
guztiei hornidura bermatzea. Ez dago etxebizitza duinik hornidurarik gabe. Ekintzak eta           
eskubideak eskatzen ditugu, ez hitz hutsalak.  



 

Galego: 

MANIFESTO MORATORIA AOS CORTES DE     
SUBMINISTRACIÓNS  

O Goberno central acordou non prorrogar a moratoria de cortes de subministracións            
en todos os fogares do Estado nunha decisión que pode conlevar consecuencias            
nefastas. Tras o Consello de Ministros celebrado o pasado 29 de setembro,            
anunciouse a ampliación temporal do chamado “escudo social”, unha serie de medidas            
excepcionais fronte á crise da COVID-19, pero que deixou fóra a garantía das             
subministracións de enerxía e auga. Esta medida, máis necesaria que nunca en plena             
pandemia, afecta a todas as persoas na súa vivenda habitual e deixará a miles de               
familias e á poboación máis precaria (migrantes, mulleres, mocidade e pensionistas) a            
expensas das compañías, que poderían iniciar unha vaga de cortes de           
subministracións. 

A poboación máis vulnerable, que sufriu historicamente as peores consecuencias das           
crises dun sistema depredador da vida olla de novo como perante a actual situación da               
COVID queda completamente desprotexida fronte ao gran oligopolio enerxético. Un          
abandono que provoca a vulneración do dereito a unha vida digna, ao abastecementos             
de subministracións tan básicas como a auga, a electricidade ou unha temperatura            
adecuada nos seus fogares. 

As organizacións e movementos sociais asinantes deste manifesto esiximos ao          
Executivo de Pedro Sánchez unha rectificación inmediata e que aprobe canto antes            
unha prórroga indefinida da prohibición de cortes no ámbito doméstico até que non se              
inclúa o principio de precaución na lexislación española en materia de pobreza            
enerxética. Pois consideramos insuficiente a nova categorización de consumidor         
vulnerable que establece o novo Real Decreto lei 30/2020. 

De non atenderen estas peticións, suporía que outra vez as administracións públicas            
desenténdense das miles de familias vulnerables en todo o Estado que poderán sufrir             
cortes nos seus domicilios. Moitas delas viron o devalo dos seus ingresos mentres as              
súas facturas incrementáronse durante o confinamento (xa que as familias pasaron           
máis tempo nos seus fogares e as tarefas de coidado ou atención á enfermidade              
tamén requiren máis enerxía) e non están a poder facer fronte aos pagamentos. 

Un feito que parece protexer en exclusiva ás comercializadoras que segundo elas            
enfróntanse a falta de pagamentos que “teñen que absorber” e que isto sería un              
problema xa que non poden deixar de facer fronte aos pagos do sistema eléctrico.              
Unhas afirmacións falsas xa que xeraron un sistema tarifario que lles protexe á conta              
de todas, proba diso é como estableceron fórmulas de autoprotección por exemplo, a             
forma de cubrir as perdas de enerxía que se producen por transporte, distribución,             
erros de medida e fraudes. Estas perdas, cifradas nunha media do 15% da enerxía              
que se produce, repártense entre as persoas usuarias, que abonan unha porcentaxe            
das mesmas dependendo da súa tarifa. Isto parece un “seguro por perdas” pagado             
polas persoas consumidoras; aínda que, tenndo en conta que segundo a CNMC foise             
producindo un incremento da fraude nas súas diferentes modalidades, que custa uns            
150 millóns de euros anuais aos consumidores e que principalmente proveñen de            
empresas e grandes consumidores, e en moita menor medida (aproximadamente o           
1%) de vivendas. Ademais, moitos destes fogares, aínda tentando regularizar a           



subministración porque queren pagar as súas facturas, recibiron unha negativa          
respecto diso por parte das grandes compañías subministradoras. 

A prohibición de cortes é unha medida mínima e é inaceptable que non se prorrogue.               
Recollida orixinalmente no Real Decreto-lei 8/2020, en xullo decidiuse ampliar a           
protección até o 30 de setembro e non foi renovado de novo. Aínda que, o Consello de                 
Ministros deuluz verde á extensión da cobertura do bono social eléctrico coa            
introducción de novos supostos, como xa foi manifestado en múltiples ocasiones, o            
bono social é unha medida que non ofrece solucións reais ás persoas que padecen a               
pobreza enerxética, dado que moitas delas seguen sen poder facer fronte ás súas             
facturas, a pesar de contar cos correspondentes descontos. Ademáos, non abrangue           
as facturas de gas nin de auga, medrando o grao de de desprotección destas familias.               
Neste sentido, malia que se introduciu a figura do bono social térmico, a realidade é               
que se trata dunha dotación única anual moi reducida (entre 25 e 123,94€), suxeita a               
disponibilidade orzamentaria e á que moitas persoas, pese a realizar os trámites            
establecidos, non foi quen de accedera día de hoxe. 

Hai case un ano e medio, o Ministerio para a Transición Enerxética presentou a              
Estratexia Nacional contra a Pobreza Enerxética 2019-2024, na cal se incluía o            
principio de precaución como unha das principais medidas a impulsar. Este consiste            
basicamente en impoñer ás compañías a imposibilidade de cortar calquera          
subministración até que a empresa non consulte a situación económica da familia            
afectada cos Servizos Sociais competentes e téñase a certeza de que non se trata              
dunha familia vulnerable..  

As organizacións asinantes reclamamos que até que non se estableza de modo            
efectivo o principio de precaución na lexislación española en materia de pobreza            
enerxética, prorróguese de forma indefinida a prohibición de cortes no ámbito           
doméstico, máis aínda cando nos atopamos no medio dunha pandemia mundial e ás             
portas dunha gran crise social e económica. 

Non deixar a ninguén atrás significa garantir as subministracións a todas as persoas e              
a todas as familias en plena pandemia. Non hai vivenda digna sen subministracións.             
Esiximos feitos e dereitos, non meras palabras. 

  



 

Asturianu: 

MANIFIESTU MORATORIA A LOS CORTES DE SUMINISTROS 

El Gobiernu central robló la decisión de nun caltener la moratoria de cortes de              
suministros pa tolos llares del Estáu, decisión que pue acarretar consecuencies           
nefastes. En acabando’l Conseyu de Ministros del pasáu 29 de setiembre, anuncióse            
l’ampliación por un tiempu del llamáu “escudu social”, una riestra de midíes            
escepcionales p’afrontiar la crisis de la COVOD-19. Por embargu, esta midida dexó            
fuera la garantía de los suministros d’enerxía y agua. Esto, con too, ye más necesario               
que nunca en plena pandemia, porque taraza a toles persones na so casa y dexa a                
milenta families y a los más precarios (migrantes, muyeres, xente mozo y            
pensionistes) albentestate, en manes de les compañíes, que podríen entamala con           
una socesión de cortes de suministru. 

La población más feble, la que siempre sufrió les mayores consecuencies de les crisis              
d’un sistema depredador de la vida, ve otra vez como, nesta situación de la COVID,               
otra vez ta albentestate frente por frente al pergrande oligopoliu enerxéticu. Y esti un              
abandonu que provoca vulneración del derechu a un vivir dignu, a poder algamar los              
suministros más básicos como l’agua, la llectricidá o poder ser quien a tener el calor               
necesariu nes sos cases. 

Les organizaciones y movimientos sociales que firmamos esti manifiestu, dexisimos el           
Executivu de Pedro Sánchez que rectifique de manera inmediata y apruebe lo más             
pronto posible una prórroga ensin fecha de términu de la prohibición de cortes nel              
ámbitu domésticu, en tantu en cuantu nun s’incluya na llexislación española no que             
cinca a la probitú enerxética’l principiu de precaución. Pensamos insuficiente la nueva            
categorización de consumidor vulnerable que promulga’l nuevu Real Decretu-llei         
30/2020. 

Si estes peticiones nun s’atienden, asocedería que, otra vuelta, les alministraciones           
públiques nun quieren saber de les milenta families vulnerables qu’hai en tol Estáu y              
que puen tener cortes nes sos cases. Munches d’elles yá vieren cómo los sos sueldos               
menguaben al par que les sos factures crecíen nesti confinamientu. Les families            
pasaren más tiempu en casa y los llabores de cuidáu y/o atención a enfermos              
necesiten de más enerxía. Con ello y con too, nun tan siendo a pagar los recibos. 

Fechu que paez protexer n’esclusiva a les comercializadores ye que, según dicen,            
afrontien impagos de los que “tienen que facese cargu” y que ye pa elles un problema                
porque nun pueden escaecese de los pagos del sistema llétricu. Son afirmaciones            
falses que xeneraren un sistema tarifariu que les protexe col perxuiciu de toos. Prueba              
d’ello ye cómo afitaren unes fórmules d’autoproteición como la manera de tapar les             
pérdides d’enerxía qu’asoceden nel tresporte, distribución, erros nes medíes y fraudes.           
Estes perdes, que se calculen nuna mediana del 15% de la enerxía que se produz,               
repártense ente los usuarios pagadores, en forma porcentaxe según la tarifa. Paez            
más un “seguru de perda” que paguen los consumidores. Pero, si s’atiende a que,              
según la CNMC, el fraude vien creciendo de diverses maneres y cuesta unos 150              



millones d’euros añales a los consumidores, y a qu’estos fraudes son más que nada              
d’empreses y grandes consumidores y namás un 1% ye del consumu en cases, esta              
sensación aumenta. Amás, munches d’estes viviendes intentaren regularizar’l        
suministru porque quieren pagar les factures, pero dende les compañíes          
suministradores negárense a ello. 

La prohibición de cortes ye medida de mínimos y nun se pue asentir a que nun se                 
prorrogue. Recoyida primeramente nel Real Decretu-llei 8/2020, en xunetu decidióse          
allargar la proteición hasta’l 30 de setiembre y dempués nun se renovó. El Conseyu de               
Ministros dio’l pase a allargar la cobertura del bonu social llétricu ensertando nuevos             
supuestos pero, como yá se dixo bien de veces, el bonu social ye una midida que nun                 
ufierta soluciones de verdá a persones en probitú enerxética porque bien d’elles nun             
son a pagar les factures, magar tengan descuentos. Amás, nun atienden les factures             
del gas nin del agua y ello fai más grande la desproteición d’estes families. Ye por ello                 
que, si ye cierto que s’incluyó’l bonu social térmicu, la realidá ye que ye un pagu únicu                 
añal de pocu valir (ente 25 y 123,94€) y que asocede o non según disponibilidá               
presupuestaria y que munches persones, teniendo fechos los trámites establecíos, nun           
fueren a consiguila a fecha actual. 

Va cuasi un añu y mediu, el Ministeriu pa la Transición Enerxética presentó la              
Estratexa Nacional escontra la Pobritú Enerxética 2019-2024. Nella incluyíase el          
principiu de precaución como una de les principales midies a llevar a cabu. Esti tien               
l’envís, más que nada, d’imponer a les compañíes que nun puedan cortar un             
suministru si la empresa nun consulta la situación económica de la familia en cuestión              
colos Servicios Sociales competentes y se tea, así, segura de que nun ye una familia               
vulnerable. 

Les organizaciones que firmamos esti documentu reclamamos que, en tantu nun           
s’estableza, de manera efeutiva, el principiu de precaución na llexisllación española en            
cuantes a probitú enerxética, haya prórroga ensin fecha d’acabu de la prohibición de             
cortes nel ámbitu domésticu. Y esto más tando como tamos metanes una pandemia             
mundial y a les puertes d’una gran crisis social y económica. 

Que naide nun quede atrás quier dicir dar garantía de suministru a toles persones y a                
toles families enllamuergaos como tamos nesta pandemia. Nun hai vivienda de verdá            
si nun tien suministros. Desiximos fechos y derechos, non namás pallabres. 

 

 

 

 

  



ORGANIZACIONES FIRMANTES: 
ORGANITZACIONS SIGNANTS: 
ERAKUNDE SINATZAILEAK: 
ORGANIZACIÓNS QUE ASINAN: 
ORGANIZACIONES QUE FIRMAMOS: 
 

Activat+45 

AeioLuz Cooperativa 

Afirmativa 

Aigua és Vida 

Alianza de Mareas y Mov. Sociales 

Amigos de la Tierra 

APE 

Área de Acción Social de la Institución Teresiana España 

Asamblea Agua Pública 10% Región Murciana 

Asamblea Feminista de Madrid 

Asoc Victimas de la Justicia Jurisdiccional 

Asociación Cultivarte Occidente 

Asociación de Bipolares de Asturias 

Asociación de Cultura Popular Alborada (Gallur) 

Asociación de Mujeres Campesinas de Asturias 

Asociación de pensionistas de Gijón 

Asociación Ecoserveis 

Asociación Española de Educación Ambiental 

Asociacion Vecinal Fuente de la Reja de Pegalajar 

Associació Cultural Nou Barris Taller d' Idees 

Asturies Feminista 8M 

Asturies pol Clima 

Ateneo Obrero de Gijón 

Ateneu del Raval 

ATTAC 

Auzolanean Tolosa 

Balears Diversa 

Biziz Bizi 

Campanya per una Justícia Fiscal - CV 

Casa de Cultura y Participación Ciudadana de Chamberí 

CCOO 

CECU 

CEDSALA 



CGT 

CIDES 

Colectivo Parad@s Terrassa 

Comisión Promotora Renta Garantizada de Ciudadanía 

Coordinadora Bolivia unida contra el golpe de Estado 

Coordinadora de Asambleas de trabajadores/as en paro de Cataluña 

Coordinadora de ONGD del Principado de Asturias 

Corriente Sindical d'Izquierda (CSI) 

COSPA Pensionistas Avilés 

CuervoZine 

Dones d'Aigua de Terrassa 

DonesCreients 

Droit à l’énergie SOS FUTUR 

Ecologistas en Acción 

Ecologistas en Acción de la Comunidad de Madrid 

Ecologistas en Acción La Rioja 

Ecoloxistes n'Aicion d'Asturies 

Ecooo Revolución Solar 

Ekologistak Martxan Bizkaia 

El Atelier 

EnAct 

Entrepueblos/Entrepobles/Entrepobos/Herriarte 

Erletxe. Oficina de Información y Agitación Social de Irun 

Euskal Gune Ekosozialista - Espacio Ecosocialista Vasco 

Facua 

FAVB (Federació d'Associacions Veïnals de Barcelona) 

Federación de Asociaciones de Vecinos de Oviedo (FAVO) 

Federación de Vecinos de Gijón. FAV 

Feministas por el Cambio Social 

Feministas por el Clima 

FETE. Federación Élite Taxi España 

FRAVM 

Fridays for Future Madrid 

Fundación Ecología y Desarrollo 

Green Cross España 

Greenpeace 

Iaiosflautasmorvedre/ JóvenesPensionista C.V 



Icaria editorial 

Intersindical Región Murciana 

Jóvenes Pensionistas 

Madres por el Clima 

Manifiesto por el Socialismo 

Marea Pensionista (COESPE) 

Mocedá pol Clima / Fridays For Future Asturies 

Moviment per l'Aigua Pública i Democràtica a l'AMB (MAPiD) 

Mugarik Gabe 

MuniMadrid Diversidad Funcional 

No Més Blocs (l'Hospitalet de Llobregat) 

Observatori del Deute en la Globalització - ODG 

ODS-Coia (Oficina Dereitos Sociais - Coia) 

Pachakuti 

Pacientes LMC 

PAH 

PAH Granollers 

Pah Oviedo 

Pensionistas de Móstoles 

Pensionistas Siero 

Pensionistas XLA DIGNIDAD SOCIAL 

Pertsonala 

Plataforma Antitérmica La Pereda 

Plataforma Asturiana Contra la Contaminación Electromagnética/PACCEM 

Plataforma Auxiliares de Ayuda a Domicilio Asturias 

Plataforma Cantabria por lo Público 

Plataforma Ciudadana Zaragoza sin Fractura 

Plataforma Contra la Contaminación de Xixón 

Plataforma contra la privatización del Canal de Isabel II (PCPCYII) 

Plataforma de Pensionistas de Córdoba 

Plataforma de Pensionistas de Dos Hermanas 

Plataforma en defensa de pensiones públicas Estella 

Plataforma Pensionistas Chamberí 

Plataforma por la Salud y la Sanidad Pública Asturias 

Plataforma por un Nuevo Modelo Energético 

Plataforma por un Nuevo Modelo Energético - Nodo Cantabria 

Plataforma Ur Publikoa de Bizkaia 



 

 

 

 

Plataforma Vallecana XLA DIGNIDAD SOCIAL 

Platoniq, Creatividad y Democracia 

Pobresa Zero Comunitat Valenciana 

Red Agua Pública (RAP) 

Red de Agua Pública de Aragón 

Red de Cuidados de Chamberí 

Red de Mujeres por una Transición Energética Ecofeminista 

Red Ecofeminista 

Right to Energy Coalition 

Salvemos ei Ega-Ega Bizirik 

Sindicat co.bas comissions de base 

Sindicat de Llogateres 

Sindicato de Inquilinas e Inquilinos de Madrid 

Sociedad Cultural Gijonesa 

Solabria Cooperativa 

Somos Tribu 

STEI Intersindical 

STEILAS 

StopDesahucios Bidasoa 

Taula d'entitats del Tercer Sector Social de Catalunya 

Taula de l'aigua de Terrassa 

Tertulia Cultural El Garrapiellu 

TRADENER 

Unión General de Trabajadores 

UPLA-LA UNIÓN 

URBIZI 

USO 

Visión Trans 

Xarxa per la sobirania energètica 

Xarxa Socialisme 21 

XR Barcelona Rebel·lió per la Justícia Global 

Yayoflautas Madrid 

Zambra Málaga 


